Determinación del precio según el costo total (full-cost pricing) y el 
rol de los instrumentos económicos! 


Una combinación de fallas institucionales, fallas de mercado y follas en políticas hace que se 
subvalúen los precios asignados a los recursos naturales escasos y a los servicios ambientales, 
situación que luego es trasladada en la asignación de precios subvaluados a aquellos bienes y 
servicios con fuerte base en los recursos naturales o producidos mediante un uso intensivos del 
ambiente. Las fallas institucionales, como la ausencia de derechos de propiedad seguros; las 
fallas de mercado, como las externalidades ambientales; y las fallas en políticas, como los 
subsidios distorsivos, conducen a que se genere una brecha entre los costos de producción 
privados y sociales y las actividades de consumo. Como resultado directo, productores y 
consumidores de productos y servicios no reciben señales correctas acerca de la verdadera 
escasez de los recursos que utilizan, o acerca del deterioro ambiental que ellos ocasionan. Esto 
conduce a una errónea asignación social de la producción económica: sobreproducción y 
sobreconsumo de commoditíes que deterioran los recursos y contaminan el ambiente (precio Po 
y producción Qo en la Figura 2.1), y subproducción y subconsumo de commodities que ahorran 
recursos y son ambientalmente amigables. Por lo tanto, el emergente esquema de crecimiento 
económico y la estructura de la economía hacen que ésta socave su propia base de recursos y no 
sea sustentable a largo plazo ya que no respeta la escasez relativa. 

Las fallas de mercado, como las externalidades ambientales (y los bienes públicos), dejan fuera 
del cálculo decisorio de productores y consumidores costos (y beneficios) sociales importantes. 
La ausencia de precios de mercado para los servicios ambientales determina que el costo 
marginal ambiental (es decir el costo que soporta la sociedad por la disminución de estos 
servicios en una unidad) sea igual a cero desde la perspectiva del productor o consumidor 
individual. Esto se conviene en una fuente más de subvaloración para los commodities que 
deterioran el ambiente y sobrevaloración para los commodities ambientalmente amigables 
(desplazamiento del punto A al punto B en la Figura 2.1) Lo antedicho no es más costoso 
solamente en términos relativos, también lo es en términos absolutos debido a la pérdida de 
recursos y economías de escala como resultado del cambio desde actividades más sustentables 
hacia actividades menos sustentables. Las fallas institucionales, como la tenencia insegura y el 
libre acceso, reduce los beneficios de los usuarios por conservar los recursos no renovables y 
remueve el costo marginal de usar (o agotar) fuera de los cálculos del decisor (desplazamiento 
del punto B al punto C en la 6gura 2.1). Para el usuario el costo de agotar es igual a cero y no se 
modifica debido a la escasez, a pesar de que el costo del agotamiento para la sociedad es alto y 
creciente. Como resultado el recurso es subvaluado y usado excesivamente e ineficientemente. 
De esta manera a los bienes y servicios con una fuerte base en los recursos se les asignan bajos 
precios y son sobreconsumidos. 

Las tallas en políticas, como son los insumos subsidiados para los productores, reducen los 
costos marginales de producción (los costos de capital, mano de obra, energía y materiales) por 
debajo de su costo de oportunidad social, estimulando el uso ineficiente y excesivo de 


' Traducción de Panayotou T. (1998). Instruments of Change. Motivating and Financing Sustainable 
Development. Chapter 2: Full Cost Pricing and the role of Economic Instruments. UNEP/Earthscan. Traducido 
por Rafael Aguilar - Cátedra de Economía General. FAUBA -. 


Figura 2.1 


Full-cost Pricing and the Role of Economic Instruments 
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Nota: Los costos sociales no contabilizados (S + MUC, + MEC¿) generan la subvaloración (Po) y sobreproducción (Qo). La 
remoción de subsidios, la internacionalización de costos externos y costos de la contaminación resultan en una determinación del 
precio según su costo total (P*) y en una producción a un nivel óptimo (Q*). Los instrumentos económicos pueden servir como 
dispositivo para internalizar los costos sociales no contabilizados e incorporarlos al precio de oferta del commodity. En el punto A 
el precio óptimo P* iguala el costo de oportunidad social marginal (MSOC), el cual es igual al costo marginal de producción (MPC) 
más el costo de utilización marginal (MUC) más d costo ambiental marginal (MEC). En el punto óptimo de equilibrio A los recursos 
liberados por la reducción de la producción contaminante desde Q 0 hasta O* se trasladan hacia otros productos con menores costos 
sociales (por ejemplo bienes ambientalmente amigables o que ahorran recursos) El MPC* es internalizado por la remoción de los 
subsidios distorsivos. El MUC es internalizado a través de derechos de propiedad seguros (asumiendo que no hay discrepancia entre 
tas tasas de descuento privadas y sociales, si esa discrepancia existiese, los impuestos sobre la producción y las cuotas de producción 
negociables pueden ser utilizadas para una mayor corrección). El MEC* internalizado a través de impuestos, cargas, permisos 
negociables y otros instrumentos económicos (impuesto óptimo - óptimo precio del permiso -MEC*). 


Los insumos subsidiados (desplazamiento del punto C al punto D en la Figura 2,1). Entre las 
fallas de políticas predominan los subsidios energéticos y los capitales subsidiados, la 


protección industrial, los derechos de explotación y el racionamiento de capital. Los subsidios 
energéticos son un "impuesto" sobre la eficiencia energética y desalienta el desarrollo de 
tecnologías que ahorren energía. Los capitales subsidiados son un "impuesto" sobre el empleo 
de mano de obra, el cual, en un contexto de abundancia de mano de obra, conduce al abuso de 
los recursos naturales como los bosques y las pesquerías debido al desempleo o al subempleo de 
la fuerza laboral. La protección industrial limita las presiones de la competencia externa 
tendientes a incrementar la eficiencia y a adoptar nuevas tecnologías y productos ambiental y 
económicamente más sustentables. Los permisos de explotación de nuevos materiales son un 
"impuesto" sobre la reutilización y el reciclaje, y desestimula el desarrollo y la transferencia de 
tecnologías de reciclado Los topes en las tasas de interés y el racionamiento del capital priva a 
los productores de menor escala, a las industrias rurales y a los pequeños emprendimientos de 
los fondos necesarios para inversiones de capital y la innovación tecnológica. 

El resultado de estos tres tipos de fallas presentes en los mercados, en las instituciones y en las 
políticas de un país es la asignación de precios significativamente bajos a los recursos y a los 
commodities con un considerable costo social resultante del sobreconsumo de estos 
commodities y el agotamiento de los recursos. La otra cara de la moneda es que pocos recursos 
son asignados para actividades socialmente beneficiosas, como es la educación, la salud, la 
protección del ambiente y la conservación de los recursos para el futuro. El asignar bajos 
precios a los recursos es esencialmente un subsidio al desarrollo no sustentable y, por lo tanto, 
un impuesto al desarrollo sustentable. 


Determinación del precio según el costo total (full cost prícing) 


La valoración de recursos, bienes y servicios según su costo total requiere que todos los costos, 
presentes y futuros, internos (privados) y externos al usuario que son soportados por la sociedad 
durante la producción y el consumo sean incorporados y totalmente cubiertos por el precio del 
bien o servicio. Es indistinto si el costo representa una erogación efectiva o simplemente es 
soportado o impuesto sobre otros como daños ambientales o disminución en la disponibilidad 
futura. Todos los recursos con su uso alternativo, presente o futuro, utilizados en la producción 
o en el consumo de un commodity deben reflejarse en su precio para evitar la sobreproducción 
y/o el sobreconsumo, el agotamiento del recurso y la degradación ambiental. En una economía 
de mercado, los precios relativos constituyen la única señal del valor relativo que conducen a su 
asignación; determinar precios subvalorados para algunos commodities y sobrevalorados para 
otros transmite señales erróneas e incentivos perversos lo que resulta en una utilización que 
derrocha recursos; en un mundo de escasez, el desarrollo sustentable es incompatible con el 
despilfarro económico. La valoración según el costo total es una condición necesaria, aunque no 
siempre suficiente, para la sustentabilidad. Lo antedicho sugiere la existencia de equidad 
intergeneracional además de una asignación eficiente entre usuarios a lo largo del tiempo. Pero 
la valoración según el costo total se encuentra lejos de motivar y financiar un desarrollo 
sustentable. 

Por valoración según el costo total nos referimos a la incorporación de todos los costos de 
producción (y de consumo) incrementales (marginales) de oportunidad dentro del precio de 
oferta del commodity de manera tal que toda la escasez relativa y los sacrificios que realiza la 
sociedad son reflejados en el precios de oferta que llega al consumidor o usuario, quien 


luego determina si ha de consumir o utilizar el commodity y cuánto de él, dependiendo de las 
preferencias individuales y del ingreso. El precio de demanda del mercado reflejaría luego la 
valoración del commodity por el consumidor marginal que está dispuesto a pagar justo el precio 
de oferta (o el costo de oportunidad social marginal). 


P = COSM 


COSM = CMP + CMU + CME, 
Por lo tanto 


P = MPC + MUC + MEC 


es la fórmula de la valoración según el costo total, donde P = precio de mercado; COSM = costo 
de oportunidad social marginal; CMP = costo marginal de producción (el costo de oportunidad 
de la mano de obra, el capital, la energía y los materiales utilizados en la producción); CMU = 
costo marginal de utilización (sacrificio de los beneficios futuros debido a la actual 
explotación); y CMEC = costo marginal ambiental (daños impuestos por la actividad sobre 
otros individuos o actividades y/o el ambiente natural) La Figura 2.1 representa los diversos 
costos incrementales como funciones de producción, como también la curva de demanda del 
mercado (D) la cual refleja el beneficio marginal social (MSB) de consumir los 
correspondientes niveles de producción. Como se ve en la figura, subvalorar la producción en 
Po (subsidiando los costos de producción e ignorando el agotamiento y los costos del daño 
ambiental) resulta en una producción excesiva Qo (dejando menos de todo lo demás). Valorar 
según el costo total corta la producción por la mitad (en este caso) hasta Q* cuyos costos son 
totalmente pagados y, por lo tanto, podría ser sustentable. Como veremos más adelante, los 
instrumentos económicos son herramientas útiles para incluir en la ecuación (internalizar) los 
costos sociales no contabilizados y tomar operativa la valoración según el costo total (ver la 
leyenda de la Figura 2.1 para más detalles). 

Debe aclararse que las externalidades también pueden ser positivas como el caso de la 
conservación de bosques o la reforestación que protege de las inundaciones a las fincas río 
abajo, o la conservación del suelo que protege a las represas de la colmatación. En este caso, el 
mercado falla en contabilizar todos los beneficios sociales de estas actividades; por ende, existe 
poco manejo forestal, reforestación y conservación del suelo. Como resultado la sociedad 
nuevamente se perjudica y los bosques y las fincas son menos sustentables de lo que serían si la 
totalidad de los beneficios sociales de estas actividades fueran contabilizados y el generador de 
las mismas fuera recompensado apropiadamente. Una vez más los instrumentos económicos 
sirven como útiles instrumentos para internalizar estos beneficios a sus productores a través de 
pagos acordes al servicio que brindan a la sociedad en su conjunto. 

La valoración según el costo total tiene muchas ventajas. Primero, provee la señal correcta 
acerca de la escasez relativa y un fuerte incentivo para economizar y utilizar los recursos 
eficientemente, presentando al usuario el mismo costo que enfrenta la sociedad. Con la 
valoración según el costo total, muchos, sino la mayoría, de los niveles, patrones y prácticas 


de producción y consumo no sustentables ya no serán viables y los recursos serían liberados 
para orientarse a prácticas más sustentables. Desde una perspectiva fiscal, la valoración según el 
costo total reduce la carga en el presupuesto del estado originada por los subsidios a productores 
y consumidores y por déficits de las empresas públicas que no recuperan totalmente sus costos. 
Desde una perspectiva financiera, la valoración según el costo total reduce la necesidad de 
capital adicional para expandir los sistemas de oferta. En el caso de las empresas públicas y los 
servicios públicos que se enfrentan con costos de oferta (marginales) crecientes, la valoración 
según el costo total resulta en superávits financieros que pueden ser utilizados para financiar 
mejoras ambientales, para proveer servicios básicos a los pobres a precios razonables, o para 
compensar la caída de los ingresos debido a la reducción de los impuestos distorsivos Es más, la 
valoración según el costo total conserva los recursos naturales y reduce el daño ambiental por 
eso reduce la necesidad de recursos financieros para sobrellevar gastos de defensa o mitigatorios 
Por ejemplo, encarar las crecientes demandas de energía mejorando la eficiencia energética y la 
conservación a través de la valoración según el costo total de la energía, en vez de expandir la 
oferta elimina la necesidad de nuevas plantas energéticas y por ende la necesidad de fondos para 
financiar mecanismos de reducción del S02 o plantar árboles para capturar las emisiones 
adicionales de C02. Los ahorros en recursos financieros podrían ser enormes, mientras la 
economía es guiada más cerca de la trayectoria del desarrollo sustentable. De la misma manera, 
el asignar un precio al agua que mejore la eficiencia de su utilización y estimula su conservación 
elimina la necesidad de construir reservorios adicionales, facilidades para el tratamiento de 
aguas y dispositivos y plantas de tratamiento del agua residual para afrontar la creciente 
demanda, los recursos financieros necesarios para mitigar los impactos ambientales que genera 
la construcción de represas también se ahorran Por supuesto hay casos donde la expansión de la 
demanda se toma necesaria, sin embargo el aplazamiento y la menor escala conservan los 
recursos financieros y ambientales. En términos financieros, el aplazamiento o la reducción de 
la escala resulta en ahorros en pagos de interés; en términos ambientales el aplazamiento resulta 
en ahorros por la mejora en la información y el conocimiento acerca de los recursos en riesgo y 
el desarrollo de tecnologías ambientalmente menos dañinas y substitutos. En efecto, la 
valoración según el costo total genera mayores costos para productores y mayores precios para 
consumidores en el corto plazo, pero en el largo plazo los beneficios en términos de un 
crecimiento económico más sustentable superan ampliamente estos costos, aunque podría ser 
necesario algún amortiguador del impacto sobre los grupos de menores ingresos. 


Internalización costos externos por medio de instrumentos económicos 


Los instrumentos económicos como la remoción de subsidios distorsivos, los derechos de 
propiedad seguros, los impuestos sobre las emisiones, las cargas, los permisos de emisión 
negociables y los depósitos reembolsables tienen por meta corregir las fallas de mercado, de 
políticas e institucionales, instituir la valoración según el costo total y originar un nuevo 
alineamiento de la asignación de los recursos con los objetivos e intereses de la sociedad: una 
condición necesaria para el desarrollo sustentable. Los instrumentos económicos, cuando son 
implementados adecuadamente, igualan los costos de oportunidad incrementales y, de esa 
manera, eliminan la brecha entre los costos privados y sociales creada por las fallas de 
mercado, de políticas e institucionales (ver Figura 2.1). Como tal, los instrumentos económicos 
son herramientas de internalización de los costos sociales omitidos en el proceso de decisión 
privado, creando y restaurando precios relativos eficientes que reflejen la verdadera escasez y se 
conviertan en señales de mercado correctas. Los derechos de propiedad seguros hacen esto de 
manera indirecta incorporando los costos de agotamiento y los costos ambientales (cuando están 
bien definidos) dentro de la previsión y el cálculo económico del "utilizador" del recurso o 


calidad ambiental quien ahora actúa como "dueño". 

La importancia de la internalización de los costos ambientales en el desarrollo sustentable y el 
rol crítico de los instrumentos económicos para provocarla es doblemente reconocida por la 
Conferencia de las Naciones Unidas para el Ambiente y el Desarrollo Sustentable de Río de 
Janeiro, Junio de 1992. El principio 16 de la Declaración de Rio dice: 


"Las autoridades nacionales deben promover la internacionalización de los costos ambientales 
y la utilización de los instrumentos económicos, teniendo en cuenta el enfoque en el cual el 
contaminador debe, en principio, soportar el costo de contaminar resguardando los intereses 
públicos y sin distorsionar el comercio y las inversiones internacionales” (Naciones Unidas, 
1992). 


Los instrumentos económicos son ideales para reconciliar la preocupación ambiental con 
las necesidades del desarrollo e integrar las políticas económicas y ambientales en virtud de 
su: 

1 - calidad en la corrección del mercado 
2- objetivo de eficientizar o minimizar del costo 

3- flexibilidad para acomodar la heterogeneidad, y 
4- ajustabilidad en circunstancias cambiantes. 


Es más, los instrumentos económicos pueden ser utilizados no solamente para reducir los 
conflictos aparentes entre ambiente y desarrollo sino también, apropiadamente diseñados y 
utilizados, pueden hacer del desarrollo económico un vehículo para la protección ambiental y 
viceversa. Los instrumentos económicos pueden ser utilizados para brindar el tipo de señales 
concernientes a la escasez de recursos y al daño ambiental que inducen el uso eficiente de 
recursos y la minimización del gasto necesario para hacer posible el desarrollo sustentable. Y 
mientras ciertos instrumentos económicos pueden ser regresivos para la distribución, los 
recursos liberados debido a una mayor eficiencia económica y los ingresos generados por estos 
instrumentos pueden ser dirigidos con un propósito bien definido a abordar las cuestiones de 
equidad. 

La clave de la promesa de los instrumentos económicos es la habilidad para encausar el poder 
del mercado y del interés propio del individuo y hacer de estos presuntos adversarios del 
desarrollo sustentable poderosos aliados. Esto no se logra mediante acciones autoritarias O 
prescriptivas, sino cambiando los incentivos que enfrentan los productores y los consumidores; 
sacando la máxima ventaja de su interés propio y la información superior con que cuentan sin 
necesidad de ocultar esa información ni crear grandes y costosas burocracias. Los instrumentos 
económicos en efecto transfieren desde los burócratas al mercado la responsabilidad de 
identificar y explotar nuevas y adicionales fuentes de control de la polución de bajo costo. Los 
sistemas basados en incentivos proveen los reguladores con la capacidad de alcanzar y controlar 
fuentes de degradación ambiental no reguladas previamente. Con los permisos de emisión 
transables, por ejemplo, fuentes dispersas y de pequeña escala, muy costosas para alcanzar o en 
dificultades financieras, pueden ser estimuladas para que controlen sus emisiones 
voluntariamente. Pueden hacerlo vendiendo sus créditos de reducción de emisiones a aquellos 
para los que las reducciones de emisión les resulten más costosas, quienes encontrarán de gran 
interés comprarlas más que controlar sus propias emisiones a un mayor nivel y a un mayor costo 
(Tietenberg, 1993) Esta es una gran ventaja para los países vías de desarrollo con un gran 
número de emisores de baja escala y sistemas regulatorios no desarrollados. 


Eficiencia, costo efectividad y equidad 


Otra ventaja de los instrumentos económicos de enorme importancia para la política ambiental 
tanto doméstica como internacional (y en última instancia para el desarrollo sustentable) es la 
separación de la cuestión de quién controla la polución o las prácticas conservacionistas de la 
cuestión de quién paga por ella. Esto hace posible el atenerse a una distribución equitativa de 
costos y beneficios sin sacrificar eficiencia o costo efectividad, otra condición necesaria para un 
desarrollo sustentable y óptimo. 
De forma clara para minimizar los costos sociales (para ser costo efectivos), aquellos que están 
en condiciones de hacerlo al costo más bajo posible deberían realizar el control de la polución y 
la conservación de los recursos. Para ser eficientes, no debería efectuarse más control de la 
polución si no está justificado por los beneficios que genera (por ejemplo, el control de la 
polución debería efectuarse hasta el punto en que los costos incrementales de polución igualan 
los beneficios incrementales o el daño adicional evitado). Para ser equitativos, el costo de 
controlar la polución debería ser pagado por aquellos para quienes la sociedad ha determinado 
que es justo que lo hagan. Si el sentido social de justicia, como el determinado por el proceso 
político, establece el derecho de un ambiente limpio para la sociedad en su conjunto, los 
usuarios del ambiente que lo hacen eliminando deshechos (contaminadores), sean productores o 
consumidores, deben pagar el costo de controlar y reducir la polución. Efectivamente, en este 
caso los contaminantes son responsables no solamente por el costo del control de la polución a 
los niveles socialmente óptimos, sino también son responsables del pago por el uso de la 
capacidad de asimilación del ambiente, recurso escaso, renovable pero degradable, con usos 
alternativos. 
Este principio de "contaminador pagador” es ampliamente aceptado por la mayoría de los países 
como una distribución justa de los costos de control de la polución. Este principio es una 
declaración acerca de la distribución de costos o acerca de lo que es justo, no acerca de la 
eficiencia. No nos dice quién debería controlar la polución o cómo controlarla, solo que los 
costos deben ser pagados por los contaminadores. Erróneamente, se piensa que los 
contaminadores son los productores de bienes y servicios; sin embargo, los consumidores son 
en efecto los últimos contaminadores, ya que sin demanda los productos contaminantes no 
serian producidos en un primer lugar. En la práctica, los costos del control de la polución son 
compartidos por productores y consumidores de acuerdo a la elasticidad de la demanda del 
producto contaminante en cuestión. 
Otro error de concepto de la sabiduría popular es que el sector privado es la más importante, si 
no la exclusiva, fuente de polución y degradación ambiental mientras los gobiernos son vistos 
principalmente en el rol de reguladores ambientales. En realidad los gobiernos y los 
emprendimientos estatales son las mayores fuentes de polución y degradación ambiental, ya 
sea directamente a través de la producción, el consumo y la inversión pública o indirectamente 
a través de subsidios a actividades contaminantes u otras políticas mal guiadas. 
¿De qué manera deben ser asignados los costos de polución entre los contaminadores? La 
justicia requiere que los costos sean asignados en proporción al daño causado por cada 
contaminador (los cuales son considerados como proporcionales a las emisiones dentro de una 
misma cuenca, aérea o de aguas) y no de acuerdo a sus costos de control de la contaminación. 
Una combinación de eficiencia y equidad (bajo el principio de paga el que contamina como 
regla operativa para determinar lo que es justo) dicta lo siguiente: 
1- la polución dentro de una determinada cuenca, aérea o de aguas, es controlada hasta el 
punto donde el costo marginal iguala al beneficio marginal; 
2- aquellos que tengan el costo de control de la polución más bajo posible realizan la mayoría 
del abatimiento hasta que los costos marginales de abatir se igualan entre todas las fuentes; 


y 


3- el costo del control de la polución es pagado por aquellos que generaron la contaminación 
en proporción a sus emisiones. 


Inicialmente, los productores soportan el costo de abatimiento; en última instancia lo hacen 
ambos, productores y consumidores, en una proporción relativa dependiendo de las 
elasticidades de la demanda y la oferta. 

El principio contaminador pagador no es la única regla de distribución posible. Diferentes 
sociedades en diferentes casos pueden asignar el derecho de uso del ambiente a los 
contaminantes, en cuyo caso la regla operativa de distribución es "el principio de paga el 
beneficiario". Según este principio se espera de aquellos que buscan beneficiarse con el control 
de la polución o la conservación que paguen los costos de acuerdo con el beneficio esperado. 
Esto puede sonar injusto o regresivo porque la percepción general es que los contaminantes son 
grandes y ricas corporaciones y multinacionales, y los afectados son pobres y desamparados. 
Sin embargo, hay muchos ejemplos de contaminadores pobres y partes afectadas ricas 
(beneficiarios potenciales del control de la polución). Considerando, por ejemplo, el caso de un 
grupo de agricultores trashumantes ubicados río arriba quienes deforestan dentro de la cuenca 
causando inundaciones rio abajo y sedimentación de represas para riego y energía hidroeléctrica 
que proveen a los agricultores ricos, a los residentes urbanos y a las industrias de agua y 
energía. En este caso, claramente el principio de paga el beneficiario parece ser "justo" y 
distribucionalmente progresivo. Una vez más debe quedar en claro que a pesar de que podamos 
caracterizar las políticas e instrumentos que favorecen a los pobres sobre los ricos como 
distribucionalmente positivas y progresivas, es el interés de cada sociedad en particular lo que 
determina que es una distribución de costos y beneficios "justa". 

Otro ejemplo de aplicación del principio el beneficiario paga, que también es visto como justo y 
equitativo, es la conservación a nivel global. Es ampliamente aceptado que los costos de 
conservación de la biodiversidad y control de los gases que provocan el erecto invernadero 
(GHG) deben ser soportados por los países desarrollados, los mayores beneficiarios. De nuevo, 
esto no significa que solamente los países desarrollados deban conservan su biodiversidad y 
controlan sus emisiones. La eficiencia requiere que la conservación de la biodiversidad y la 
reducción de emisiones de C02 tengan lugar donde se registren los costos más bajos posibles, lo 
cual puede ser en los países en desarrollo. La justicia y la equidad bajo el principio de paga el 
beneficiario requiere que el costo de conservar la biodiversidad y controlar las emisiones de C02 
sea soportado ampliamente por los países desarrollados Sin embargo, ya que los países en 
desarrollo también se beneficiarían, mientras que los países desarrollados fueron históricamente 
los principales generadores de GHG, esta distribución de los costos puede ser pensada como una 
aplicación del principio paga el que contamina. 

También es posible que los derechos de propiedad sobre la calidad ambiental (o sobre sus 
servicios) sean distribuidos entre contaminadores y las partes afectadas (potenciales 
beneficiarios del control de la contaminación) Por ejemplo, los contaminadores pueden tener el 
derecho de usar el ambiente para la eliminación de residuos, libre de cargo, hasta el nivel 
óptimo de contaminación para la sociedad Más allá de este nivel, los contaminadores estarían 
sujetos a un impuesto o cargo por contaminar, considerándose que la sociedad en su conjunto 
posee los derechos sobre el ambiente más allá de ese nivel. 


Instrumentos económicos como fuente de ingresos 


Los instrumentos económicos son capaces de recaudar grandes cantidades de fondos que 
pueden ser gastados en bienes públicos que mejoren la calidad ambiental o utilizados para 
reducir los impuestos distorsivos como el impuesto a las ganancias, el cual reduce el incentivo 
por el trabajo, o el impuesto a las ventas, el cual distorsiona las decisiones sobre el consumo. En 
efecto hay mayor experiencia con instrumentos económicos como fuentes de ingresos que como 
incentivos para modificar comportamientos. En ambos países, desarrollados y en vías de 
desarrollo, los instrumentos económicos fueron ampliamente utilizados para recaudar fondos 
que puedan ser gastados directamente para reducir los dañinos efectos colaterales de la 
contaminación. Paradójicamente el potencial de los instrumentos económicos como generadores 
de renta puede llevar a comportamientos perversos, ya que las funciones de incentivo y de 
recaudación están en conflicto directo. Los entes reguladores encargados de cobran los derechos 
y multas por contaminar, pueden tener incentivos para mantener los niveles de polución para 
rellenar sus arcas presupuestarias. 
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